
 
LEY 9/2017, DE 8 DE NOVIEMBRE, DE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO, POR LA QUE 
SE  TRANSPONEN AL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL LAS DIRECTIVAS DEL 
PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 2014/23/UE Y 2014/24/UE, DE 26 DE 
FEBRERO DE 2014. 
 

El objeto de la Ley es regular la contratación del sector público, a fin de garantizar que 

la misma se ajusta a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y 

transparencia de los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los 

licitadores; y de asegurar, en conexión con el objetivo de estabilidad presupuestaria y 

control del gasto, y el principio de integridad, una eficiente utilización de los fondos 

destinados a la realización de obras, la adquisición de bienes y la contratación de 

servicios mediante la exigencia de la definición previa de las necesidades a satisfacer, 

la salvaguarda de la libre competencia y la selección de la oferta económicamente más 

ventajosa. 

 
Tipos de contratos (arts. 12 a 18) 
 

Los contratos se califican de obras, concesión de obras, concesión de servicios, 

suministro y servicios: 

 

a) Contratos de obra (art. 13): Por «obra» se entenderá el resultado de un conjunto de 

trabajos de construcción o de ingeniería civil, destinado a cumplir por sí mismo una 

función económica o técnica, que tenga por objeto un bien inmueble. También se 

considerará «obra» la realización de trabajos que modifiquen la forma o sustancia 

del terreno o de su vuelo, o de mejora del medio físico o natural. 

 

b) Contratos de suministros (art. 16): Son contratos de suministro los que tienen por 

objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el arrendamiento, con o sin 

opción de compra, de productos o bienes muebles. 

 

c) Contratos de servicios (art. 17): Son contratos de servicios aquellos cuyo objeto son 

prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una actividad o dirigidas a la 

obtención de un resultado distinto de una obra o suministro, incluyendo aquellos 

en que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma sucesiva y por 

precio unitario. 

 
Racionalidad y consistencia de la contratación del sector público (arts. 28 a 33)  
 

Las entidades del sector público no podrán celebrar otros contratos que aquellos que 

sean necesarios para el cumplimiento y realización de sus fines institucionales. A tal 

efecto, la naturaleza y extensión de las necesidades que pretenden cubrirse mediante 

el contrato proyectado, así como la idoneidad de su objeto y contenido para 

satisfacerlas, cuando se adjudique por un procedimiento abierto, restringido o 

negociado sin publicidad, deben ser determinadas con precisión, dejando constancia 



 
de ello en la documentación preparatoria, antes de iniciar el procedimiento 

encaminado a su adjudicación. 

 

Las entidades del sector público velarán por la eficiencia y el mantenimiento de los 

términos acordados en la ejecución de los procesos de contratación pública, 

favorecerán la agilización de trámites, valorarán la incorporación de consideraciones 

sociales, medioambientales y de innovación como aspectos positivos en los 

procedimientos de contratación pública y promoverán la participación de la pequeña y 

mediana empresa y el acceso sin coste a la información. 

 

La duración de los contratos del sector público deberá establecerse teniendo en 

cuenta la naturaleza de las prestaciones, las características de su financiación y la 

necesidad de someter periódicamente a concurrencia la realización de las mismas, sin 

perjuicio de las normas especiales aplicables a determinados contratos. Además, se 

podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características permanezcan 

inalterables durante el período de duración de estas. 

 

Los contratos de suministros y de servicios de prestación sucesiva tendrán un plazo 

máximo de duración de cinco años, incluyendo las posibles prórrogas. No obstante, se 

podrá establecer un plazo de duración superior, siempre y cuando lo exija el período 

de recuperación de las inversiones directamente relacionadas con el contrato y estas 

no sean susceptibles de utilizarse en el resto de la actividad productiva del contratista 

o su utilización fuera antieconómica. 

 
Contenido mínimo del contrato (art. 35). 
 

Los documentos en los que se formalicen los contratos que celebren las entidades del 

sector público, salvo que ya se encuentren recogidas en los pliegos, deberán incluir, 

necesariamente, las siguientes menciones: 

a) La identificación de las partes. 

b) La acreditación de la capacidad de los firmantes para suscribir el contrato. 

c) Definición del objeto y tipo del contrato, teniendo en cuenta en la definición del 

objeto las consideraciones sociales, ambientales y de innovación. 

d) Referencia a la legislación aplicable al contrato, con expresa mención al 

sometimiento a la normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección 

de datos. 

e) La enumeración de los documentos que integran el contrato. Si así se expresa en el 

contrato, esta enumeración podrá estar jerarquizada, ordenándose según el orden de 

prioridad acordado por las partes, en cuyo supuesto, y salvo caso de error manifiesto, 

el orden pactado se utilizará para determinar la prevalencia respectiva, en caso de que 

existan contradicciones entre diversos documentos. 

f) El precio cierto, o el modo de determinarlo. 

g) La duración del contrato o las fechas estimadas para el comienzo de su ejecución y 

para su finalización, así como la de la prórroga o prórrogas, si estuviesen previstas. 

h) Las condiciones de recepción, entrega o admisión de las prestaciones. 



 
i) Las condiciones de pago. 

j) Los supuestos en que procede la modificación, en su caso. 

k) Los supuestos en que procede la resolución. 

l) El crédito presupuestario o el programa o rúbrica contable con cargo al que se 

abonará el precio, en su caso. 

m) La extensión objetiva y temporal del deber de confidencialidad que, en su caso, se 

imponga al contratista. 

n) La obligación de la empresa contratista de cumplir durante todo el periodo de 

ejecución de contrato las normas y condiciones fijadas en el convenio colectivo de 

aplicación. 

 
Perfil de contratante (art. 63) 
 

Los órganos de contratación difundirán exclusivamente a través de Internet su perfil de 

contratante, como elemento que agrupa la información y documentos relativos a su 

actividad contractual al objeto de asegurar la transparencia y el acceso público a los 

mismos. La forma de acceso al perfil de contratante deberá hacerse constar en los 

pliegos y documentos equivalentes, así como en los anuncios de licitación en todos los 

casos.  

 

En el caso de la información relativa a los contratos, deberá publicarse al menos la 

siguiente información: 

 

a) La memoria justificativa del contrato, el informe de insuficiencia de medios en el 

caso de contratos de servicios, la justificación del procedimiento utilizado para su 

adjudicación cuando se utilice un procedimiento distinto del abierto o del restringido, 

el pliego de cláusulas administrativas particulares y el de prescripciones técnicas que 

hayan de regir el contrato o documentos equivalentes, en su caso, y el documento de 

aprobación del expediente. 

 

b) El objeto detallado del contrato, su duración, el presupuesto base de licitación y el 

importe de adjudicación, incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

 

c) Los anuncios de información previa, de convocatoria de las licitaciones, de 

adjudicación y de formalización de los contratos, los anuncios de modificación y su 

justificación, los anuncios de concursos de proyectos y de resultados de concursos de 

proyectos, con las excepciones establecidas en las normas de los negociados sin 

publicidad. 

 

d) Los medios a través de los que, en su caso, se ha publicitado el contrato y los 

enlaces a esas publicaciones. 

 

e) El número e identidad de los licitadores participantes en el procedimiento, así como 

todas las actas de la mesa de contratación relativas al procedimiento de adjudicación 

o, en el caso de no actuar la mesa, las resoluciones del servicio u órgano de 



 
contratación correspondiente, el informe de valoración de los criterios de adjudicación 

cuantificables mediante un juicio de valor de cada una de las ofertas, en su caso, los 

informes sobre las ofertas incursas en presunción de anormalidad y, en todo caso, la 

resolución de adjudicación del contrato. 

 

Igualmente serán objeto de publicación en el perfil de contratante la decisión de no 

adjudicar o celebrar el contrato, el desistimiento del procedimiento de adjudicación, la 

declaración de desierto, así como la interposición de recursos y la eventual suspensión 

de los contratos con motivo de la interposición de recursos. 

 

En cuanto a los contratos menores, la publicación de la información relativa a este tipo 

de  contratos deberá realizarse al menos trimestralmente. La información a publicar 

para este tipo de contratos será, al menos, su objeto, duración, el importe de 

adjudicación, incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, y la identidad del 

adjudicatario, ordenándose los contratos por la identidad del adjudicatario. 

 
Prohibiciones de contratar (art. 71). 
 

No podrán contratar con las Administraciones Públicas y sus órganos dependientes las 

personas en quienes concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

 

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme por delitos de terrorismo, 

constitución o integración de una organización o grupo criminal, asociación ilícita, 

financiación ilegal de los partidos políticos, trata de seres humanos, corrupción en los 

negocios, tráfico de influencias, cohecho, fraudes, delitos contra la Hacienda Pública y 

la Seguridad Social, delitos contra los derechos de los trabajadores, prevaricación, 

malversación, negociaciones prohibidas a los funcionarios, blanqueo de capitales, 

delitos relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del 

patrimonio histórico y el medio ambiente, o a la pena de inhabilitación especial para el 

ejercicio de profesión, oficio, industria o comercio. 

 

La prohibición de contratar alcanzará a las personas jurídicas que sean declaradas 

penalmente responsables, y a aquellas cuyos administradores o representantes, lo 

sean de hecho o de derecho, vigente su cargo o representación y hasta su cese, se 

encontraran en la situación mencionada en este apartado. 

 

b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en materia 

profesional que ponga en entredicho su integridad, de disciplina de mercado, de 

falseamiento de la competencia, de integración laboral y de igualdad de oportunidades 

y no discriminación de las personas con discapacidad, o de extranjería, de conformidad 

con lo establecido en la normativa vigente; o por infracción muy grave en materia 

medioambiental de conformidad con lo establecido en la normativa vigente, o por 

infracción muy grave en materia laboral o social, de acuerdo con lo dispuesto en el 

texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado 



 
por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, así como por la infracción grave 

prevista en el artículo 22.2 del citado texto. 

 

c) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declaradas 

insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declaradas en concurso, salvo que en 

este haya adquirido eficacia un convenio o se haya iniciado un expediente de acuerdo 

extrajudicial de pagos, estar sujetos a intervención judicial o haber sido inhabilitados 

conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período 

de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso. 

 

d) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de 

Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en los términos que 

reglamentariamente se determinen; o en el caso de empresas de 50 o más 

trabajadores, no cumplir el requisito de que al menos el 2 por ciento de sus empleados 

sean trabajadores con discapacidad, de conformidad con el artículo 42 del Real 

Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su 

inclusión social, en las condiciones que reglamentariamente se determinen; o en el 

caso de empresas de más de 250 trabajadores, no cumplir con la obligación de contar 

con un plan de igualdad conforme a lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley Orgánica 

3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad de mujeres y hombres. 

 

En relación con el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o con la Seguridad 

Social, se considerará que las empresas se encuentran al corriente en el mismo cuando 

las deudas estén aplazadas, fraccionadas o se hubiera acordado su suspensión con 

ocasión de la impugnación de tales deudas. 

 

La acreditación del cumplimiento de la cuota de reserva de puestos de trabajo del 2 

por ciento para personas con discapacidad y de la obligación de contar con un plan de 

igualdad a que se refiere el primer párrafo de esta letra se hará mediante la 

presentación de la declaración responsable a que se refiere el artículo 140. 

 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Consejo de Ministros, mediante 

Real Decreto, podrá establecer una forma alternativa de acreditación que, en todo 

caso, será bien mediante certificación del órgano administrativo correspondiente, con 

vigencia mínima de seis meses, o bien mediante certificación del correspondiente 

Registro de Licitadores, en los casos en que dicha circunstancia figure inscrita en el 

mismo. 

 

e) Haber incurrido en falsedad al efectuar la declaración responsable a que se refiere el 

artículo 140 o al facilitar cualesquiera otros datos relativos a su capacidad y solvencia, 

o haber incumplido, por causa que le sea imputable, la obligación de comunicar la 

información prevista en el artículo 82.4 y en el artículo 343.1. 

 



 
f) Estar afectado por una prohibición de contratar impuesta en virtud de sanción 

administrativa firme, con arreglo a lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 

General de Subvenciones, o en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

 

La presente causa de prohibición de contratar dejará de aplicarse cuando el órgano de 

contratación, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 72.1, compruebe que la 

empresa ha cumplido sus obligaciones de pago o celebrado un acuerdo vinculante con 

vistas al pago de las cantidades adeudadas, incluidos en su caso los intereses 

acumulados o las multas impuestas. 

 

g) Estar incursa la persona física o los administradores de la persona jurídica en alguno 

de los supuestos de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto 

cargo de la Administración General del Estado o las respectivas normas de las 

Comunidades Autónomas, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 

Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas o tratarse 

de cualquiera de los cargos electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de 

junio, del Régimen Electoral General, en los términos establecidos en la misma. 

 

h) Haber contratado a personas respecto de las que se haya publicado en el «Boletín 

Oficial del Estado» el incumplimiento a que se refiere el artículo 15.1 de la Ley 3/2015, 

de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General 

del Estado o en las respectivas normas de las Comunidades Autónomas, por haber 

pasado a prestar servicios en empresas o sociedades privadas directamente 

relacionadas con las competencias del cargo desempeñado durante los dos años 

siguientes a la fecha de cese en el mismo. La prohibición de contratar se mantendrá 

durante el tiempo que permanezca dentro de la organización de la empresa la persona 

contratada con el límite máximo de dos años a contar desde el cese como alto cargo. 

 
Expediente de contratación: iniciación y contenido (art. 116) 
 

En el expediente se justificará adecuadamente: 

a) La elección del procedimiento de licitación. 

b) La clasificación que se exija a los participantes. 

c) Los criterios de solvencia técnica o profesional, y económica y financiera, y los 

criterios que se tendrán en consideración para adjudicar el contrato, así como las 

condiciones especiales de ejecución del mismo. 

d) El valor estimado del contrato con una indicación de todos los conceptos que lo 

integran, incluyendo siempre los costes laborales si existiesen. 

e) La necesidad de la Administración a la que se pretende dar satisfacción mediante la 

contratación de las prestaciones correspondientes; y su relación con el objeto del 

contrato, que deberá ser directa, clara y proporcional. 

f) En los contratos de servicios, el informe de insuficiencia de medios. 

g) La decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato, en su caso. 

 
Tipos de procedimiento (art. 159 a 182) 



 
 
- Procedimiento abierto simplificado: aquel cuyo valor estimado sea igual o inferior a 

2.000.000 de euros en el caso de contratos de obras, y en el caso de contratos de 

suministro y de servicios, que su valor estimado sea igual o inferior a 100.000 euros. 

También lo podrá ser aquel que entre los criterios de adjudicación previstos en el 

pliego no haya ninguno evaluable mediante juicio de valor o, de haberlos, su 

ponderación no supere el veinticinco por ciento del total, salvo en el caso de que el 

contrato tenga por objeto prestaciones de carácter intelectual, como los servicios 

de ingeniería y arquitectura, en que su ponderación no podrá superar el cuarenta y 

cinco por ciento del total. 

 

- Procedimiento restringido: este procedimiento es especialmente adecuado cuando 

se trata de servicios intelectuales de especial complejidad, como es el caso de 

algunos servicios de consultoría, de arquitectura o de ingeniería. Solo podrán 

presentar proposiciones aquellos empresarios que, a su solicitud y en atención a su 

solvencia, sean seleccionados por el órgano de contratación. 

 

 

- Procedimiento con negociación: en este procedimiento la adjudicación recaerá en el 

licitador justificadamente elegido por el órgano de contratación, tras negociar las 

condiciones del contrato con uno o varios candidatos. 

 

- Procedimiento negociado sin publicidad: este procedimiento sólo podrá realizarse 

en los siguientes supuestos: 

a) cuando no se haya presentado ninguna oferta; ninguna oferta adecuada; 

ninguna solicitud de participación; o ninguna solicitud de participación 

adecuada en respuesta a un procedimiento abierto o a un procedimiento 

restringido. 

b) solo puedan ser encomendado a un empresario determinado, por alguna de las 

siguientes razones: que el contrato tenga por objeto la creación o adquisición 

de una obra de arte o representación artística única no integrante del 

Patrimonio Histórico Español; que no exista competencia por razones técnicas; 

o que proceda la protección de derechos exclusivos, incluidos los derechos de 

propiedad intelectual e industrial. 

c) cuando el contrato haya sido declarado secreto o reservado, o cuando su 

ejecución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales. 

 

- Dialogo competitivo: una mesa especial de diálogo competitivo dirige un diálogo 

con los candidatos seleccionados, previa solicitud de los mismos, a fin de desarrollar 

una o varias soluciones susceptibles de satisfacer sus necesidades y que servirán de 

base para que los candidatos elegidos presenten una oferta. 

 

- Procedimiento de asociación para la innovación: es un procedimiento que tiene 

como finalidad el desarrollo de productos, servicios u obras innovadores y la 

compra ulterior de los suministros, servicios u obras resultantes, siempre que 



 
correspondan a los niveles de rendimiento y a los costes máximos acordados entre 

los órganos de contratación y los participantes. 

 

LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
COMÚN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. 

 
¿Qué es y en qué consiste la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo? 
 

La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas regula el procedimiento administrativo y las relaciones 

entre el Estado y los particulares. Por ende, supone una reforma integral y estructural 

de la Ley 30/19 Se establece la obligación de las Administraciones de verificar la 

identidad de los interesados en el procedimiento por los medios ordinarios. Si bien, se 

establece la posibilidad de que los interesados se identifiquen electrónicamente ante 

las Administraciones Públicas a través de cualquier sistema que cuente con un registro 

previo como usuario que permita garantizar su identidad. 

 

Los interesados podrán firmar por cualquier medio por el que quede acreditada su 

voluntad y consentimiento, así como la integridad del documento. En el caso en que 

los interesados se relacionen con la administración por medios electrónicos se 

consideran sistemas válidos a efectos de firma: 

 

-los sistemas de firma electrónica reconocida y avanzada basados en certificados 

electrónicos cualificados de firma electrónica, que comprenden tanto los certificados 

electrónicos de persona jurídica como los de entidad sin personalidad jurídica. 

 

-los sistemas de sello electrónico reconocido y de sello electrónico avanzado basados 

en certificados cualificados de sello electrónico. 

 

-así como cualquier otro que las Administraciones Públicas consideren válido. 

 

Se establece que cuando los interesados usen alguno de éstos medios de firma su 

identidad se entiende ya acreditada mediante el propio acto de la firma. 

 

Finalmente se establece el deber de las Administraciones Públicas de garantizar que 

los interesados puedan relacionarse con la administración por medios electrónicos. 

 
Obligatoriedad de comunicarse electrónicamente con las Administraciones (art. 14) 
 

Se establece que las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican 

con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a 

través de medios electrónicos o no. 

 



 
Pero, en todo caso, se establece la obligación de relacionarse a través de medios 

electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite 

de un procedimiento administrativo, los siguientes sujetos: 

a) Las personas jurídicas. 

b) Las entidades sin personalidad jurídica. 

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 

colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y 

mercantiles. Ver Instrucción DGRN de 25 de octubre de 2016. 

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 

electrónicamente con la Administración. 

e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que 

realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en que 

se determine reglamentariamente por cada Administración. 

 
Cómputo de plazos (arts. 29 a 33) 

 
Se introduce el cómputo de plazos por horas. Ahora son hábiles las 24 horas de un día 

hábil. Es excepcional que esto ocurra, pero se puede dar el caso. El plazo se contará a 

partir de la hora y minuto en que tenga lugar la notificación. Además, no puede tener 

una duración mayor a 24 horas. En tal caso, se expresará por número de días. 

 

Admás, los sábados pasan a ser días inhábiles, junto con los domingos y los  festivos. 

De esta forma, hay una equiparación entre los procedimientos administrativos y los 

procesales. 

 
Requisitos de los actos administrativos (arts. 34 a 36) 

 
Los tipos de actos administrativos de los que se exige que sean motivados, con sucinta 

referencia a los hechos y fundamentos de derecho, son: 

 

- Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos 

administrativos, recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que 

declaren su inadmisión. 

-  Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y 

de realización de actuaciones complementarias. 

-  Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados. 

- Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad 

material de continuarlo por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el 

desistimiento por la Administración en procedimientos iniciados de oficio. 

- Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así 

como los actos que resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de 

responsabilidad patrimonial. 

 



 
Eficacia de los actos (arts. 37 a 39) 
 

La inderogabilidad singular estableciendo que las resoluciones administrativas de 

carácter particular no podrán vulnerar una disposición de carácter general aunque 

sean dictadas por un órgano igual o superior en jerarquía del que dictó la disposición 

general. Y declara la nulidad de las resoluciones administrativas que vulneren una 

disposición reglamentaria. 

 

En relación a los efectos de los actos administrativos es de destacar: 

 

- El deber de observación de las normas y actos dictados por los órganos de las 

Administraciones Públicas por todo el resto de los órganos administrativos. 

 

- Y que cuando una Administración tenga que dictar un acto que tenga por base otro 

dictado por una Administración Pública distinta y la primera entienda que es ilegal, le 

puede requerir para que lo anule o lo revise y si lo rechaza podrá interponer recurso 

contencioso-administrativo. 

En materia de notificaciones se establece la posibilidad de adoptar medidas para la 

protección de los datos personales que consten en resoluciones y actos 

administrativos, cuando éstos tengan por destinatario a más de un interesado. 

 

De acuerdo con la línea de la ley, las notificaciones serán preferentemente electrónicas 

y en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a ello, con 2 salvedades: 

 

- Cuando se realice con ocasión de una comparecencia espontánea del interesado o 

cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa sea necesario hacer 

la notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración 

notificante. 

 

- Cuando los interesados no estén obligados a recibir notificaciones electrónicas 

podrán comunicar que las sucesivas se practiquen o dejen de practicarse por 

medios electrónicos. 

 

Se tendrá, así mismo, la posibilidad de señalar un dispositivo electrónico y/o una 

dirección de correo electrónico que servirá para el envío de avisos, pero no para la 

práctica de notificaciones. 

 

Las notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en 

la sede electrónica de la Administración actuante, entendida como el acceso por el 

interesado, debidamente identificado, al contenido de la notificación y se entenderá 

practicada en el momento en que se produzca el acceso a su contenido. 

 

Se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta 

a disposición sin que el interesado acceda a su contenido. 

 



 
A las notificaciones se podrá acceder desde el Punto de Acceso General electrónico de 

la Administración. 

 

Cuando las notificaciones resulten infructuosas se harán por medio de un anuncio 

publicado en el Boletín Oficial del Estado (BOE). 

 
Las notificaciones (art. 40 a 42) 

 
Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha 

en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la resolución, 

con indicación de si pone fin o no a la vía administrativa. 

 

Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo 

caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía. 

 

No obstante lo anterior, las Administraciones podrán practicar las notificaciones por 

medios no electrónicos en los siguientes supuestos: 

 

a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del 

interesado o su representante en las oficinas de asistencia en materia de registro y 

solicite la comunicación o notificación personal en ese momento. 

 

b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario 

practicar la notificación por entrega directa de un empleado público de la 

Administración notificante. 

 

Con independencia del medio utilizado, las notificaciones serán válidas siempre que 

permitan tener constancia de su envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso 

por el interesado o su representante, de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de 

la identidad fidedigna del remitente y destinatario de la misma. La acreditación de la 

notificación efectuada se incorporará al expediente. 

 

Los interesados que no estén obligados a recibir notificaciones electrónicas, podrán 

decidir y comunicar en cualquier momento a la Administración Pública, mediante los 

modelos normalizados que se establezcan al efecto, que las notificaciones sucesivas se 

practiquen o dejen de practicarse por medios electrónicos. 

 

Los sujetos obligados a relacionarse con las administraciones públicas por un medio 

electrónico también recibirán las notificaciones por vía electrónica. 

 

Para ello, ha sido imprescindible crear una identificación privada para cada usuario: 

-Por un lado, en el momento en que el usuario accede a la plataforma, la notificación 

se entenderá como practicada; 

- Por otro lado, se entenderá rechazada si transcurren 10 días naturales sin acceder a 

la última notificación. 



 
 

Asimismo, se envía un aviso al correo electrónico del administrado para que tenga 

constancia de que se ha dispuesto la notificación. 

 

LEY 40/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL SECTOR 
PÚBLICO (LRJSP) 

 

Entre los principios generales, que deberán respetar todas las Administraciones 

Públicas en su actuación y en sus relaciones recíprocas, además de los principios de 

eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración, coordinación, y sometimiento 

pleno a la Ley y al Derecho, destaca la incorporación de los de trasparencia y de 

planificación y dirección por objetivos, como exponentes de los nuevos criterios que 

han de guiar la actuación de todas las unidades administrativas. 

Se establece la obligación de que las Administraciones Públicas se relacionen entre sí 

por medios electrónicos, facilitando la cooperación interadministrativa mediante una 

regulación específica de las relaciones electrónicas entre las Administraciones. Para 

ello, también se contempla como nuevo principio de actuación la interoperabilidad de 

los medios electrónicos y sistemas y la prestación conjunta de servicios a los 

ciudadanos. 

 
Los Convenios  (arts. 47 a 53) 
 

1.- El art. 47 define los convenios: Son convenios los acuerdos con efectos jurídicos 

adoptados por las Administraciones Públicas, los organismos públicos y entidades de 

derecho público vinculados o dependientes o las Universidades públicas entre sí o con 

sujetos de derecho privado para un fin común. 

2.- Distingue los Convenios de los Protocolos Generales de Actuación. 

3.- Los convenios no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos. En 

tal caso, su naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo previsto en la legislación de 

contratos del sector público. 

4.- Clases: 

a) Convenios interadministrativos firmados entre dos o más Administraciones Públicas. 

b) Convenios interadministrativos firmados entre organismos públicos y entidades de 

derecho público vinculados o dependientes de una misma Administración Pública. 

c) Convenio firmado entre una Administración Pública, organismo o entidad de 

derecho público y un sujeto de derecho privado. 

d) Convenios no constitutivos de Tratados Internacionales firmados entre las 

Administraciones Públicas y los organismos de un sujeto internacional, que estarán 

sometidos al ordenamiento jurídico interno que determinen las partes. 

5.- La suscripción de convenios deberá mejorar la eficiencia de la gestión pública, 

facilitar la utilización conjunta de medios y servicios públicos, contribuir a la realización 

de actividades de utilidad pública y cumplir con la legislación de estabilidad 

presupuestaria y sostenibilidad financiera. 

6.- Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior 

a cuatro años, salvo que normativamente se prevea un plazo superior. 



 
En cualquier momento antes de la finalización del plazo previsto en el apartado 

anterior, los firmantes del convenio podrán acordar unánimemente su prórroga por un 

periodo de hasta cuatro años adicionales o su extinción. 

7.- Sin perjuicio de las especialidades que la legislación autonómica pueda prever, será 

necesario que el convenio se acompañe de una memoria justificativa donde se analice 

su necesidad y oportunidad, su impacto económico, el carácter no contractual de la 

actividad en cuestión. 

8.- Los Convenios se extinguen por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen 

su objeto o por incurrir en causa de resolución, que son: 

 El transcurso del plazo de vigencia sin acordar prórroga. 

 Acuerdo unánime de todos los firmantes. 

 Incumplimiento de las obligaciones y compromisos. 

 Decisión judicial que declare la nulidad del convenio 

 Por cualquier otra causa distinta prevista en el convenio o las leyes. 

 
Organización y funcionamiento del sector público institucional estatal (arts. 84 a 87) 

 

1.- El art. 84 determina las entidades que integran el sector público institucional 

estatal: 

a) Los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del 

Estado, los cuales se clasifican en: 

1.º Organismos autónomos. 

2.º Entidades Públicas Empresariales. 

b) Las autoridades administrativas independientes. 

c) Las sociedades mercantiles estatales. 

d) Los consorcios. 

e) Las fundaciones del sector público. 

f) Los fondos sin personalidad jurídica. 

g) Las universidades públicas no transferidas. 

Las entidades integrantes del sector público institucional podrán ser consideradas 

medios propios y servicios técnicos de los poderes adjudicadores cuando se acredite 

que, además de disponer de medios suficientes e idóneos para realizar prestaciones en 

el sector de actividad que se corresponda con su objeto social, de acuerdo con su 

norma o acuerdo de creación, se dé alguna de las circunstancias siguientes: 

a) Sea una opción más eficiente que la contratación pública y resulta sostenible y 

eficaz, aplicando criterios de rentabilidad económica. 

b) Resulte necesario por razones de seguridad pública o de urgencia en la necesidad de 

disponer de los bienes o servicios suministrados por el medio propio o servicio técnico.  

 

2.- Las entidades públicas empresariales son entidades de Derecho público, con 

personalidad jurídica propia, patrimonio propio y autonomía en su gestión, que se 

financian mayoritariamente con ingresos de mercado y que junto con el ejercicio de 

potestades administrativas desarrollan actividades prestacionales, de gestión de 

servicios o de producción de bienes de interés público, susceptibles de 

contraprestación. 



 
 

Se rigen por el Derecho privado, excepto en la formación de la voluntad de sus 

órganos, en el ejercicio de las potestades administrativas que tengan atribuidas y en 

los aspectos específicamente regulados para las mismas en esta Ley, en su Ley de 

creación, sus estatutos, LPACAP, TRLCSP y LPAAPP y el resto de normas de derecho 

administrativo general y especial que le sean de aplicación. 

 

El personal se rige por el Derecho laboral, con las especificaciones del EBEP. 

 
Las Relaciones Interadministrativas (arts. 140 a 158)  
 
Las diferentes Administraciones Públicas actúan y se relacionan entre sí de acuerdo 

con los principios de: 

a) Lealtad institucional. 

b) Adecuación al orden de distribución de competencias establecido en la Constitución 

y en los Estatutos de Autonomía y en la normativa del régimen local. 

c) Colaboración, entendido como el deber de actuar con el resto de Administraciones 

Públicas para el logro de fines comunes. 

d) Cooperación, cuando dos o más Administraciones Publicas, de manera voluntaria y 

en ejercicio de sus competencias, asumen compromisos específicos en aras de una 

acción común. 

e) Coordinación, en virtud del cual una Administración Pública y, singularmente, la 

Administración General del Estado, tiene la obligación de garantizar la coherencia de 

las actuaciones de las diferentes Administraciones Públicas afectadas por una misma 

materia para la consecución de un resultado común, cuando así lo prevé la 

Constitución y el resto del ordenamiento jurídico. 

f) Eficiencia en la gestión de los recursos públicos, compartiendo el uso de recursos 

comunes, salvo que no resulte posible o se justifique en términos de su mejor 

aprovechamiento. 

g) Responsabilidad de cada Administración Pública en el cumplimiento de sus 

obligaciones y compromisos. 

h) Garantía e igualdad en el ejercicio de los derechos de todos los ciudadanos en sus 

relaciones con las diferentes Administraciones. 

i) Solidaridad interterritorial de acuerdo con la Constitución. 

Relaciones electrónicas entre las Administraciones (arts. 155 a 158)  
 

Regula las relaciones electrónicas entre las Administraciones Públicas. Así, de 

conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 

Protección de Datos de Carácter Personal y su normativa de desarrollo, cada 

Administración deberá facilitar el acceso de las restantes Administraciones Públicas a 

los datos relativos a los interesados que obren en su poder, especificando las 

condiciones, protocolos y criterios funcionales o técnicos necesarios para acceder a 

dichos datos con las máximas garantías de seguridad, integridad y disponibilidad. 

El Esquema Nacional de Interoperabilidad comprende el conjunto de criterios y 

recomendaciones en materia de seguridad, conservación y normalización de la 



 
información, de los formatos y de las aplicaciones que deberán ser tenidos en cuenta 

por las Administraciones Públicas para la toma de decisiones tecnológicas que 

garanticen la interoperabilidad. Tiene por objeto establecer la política de seguridad en 

la utilización de medios electrónicos en el ámbito de la LRJSP, y está constituido por los 

principios básicos y requisitos mínimos que garanticen adecuadamente la seguridad de 

la información tratada. 

 

Reutilización de sistemas: Las Administraciones pondrán a disposición de cualquiera de 

ellas que lo solicite las aplicaciones, desarrolladas por sus servicios o que hayan sido 

objeto de contratación y de cuyos derechos de propiedad intelectual sean titulares, 

salvo que la información a la que estén asociadas sea objeto de especial protección por 

una norma. Las Administraciones cedentes y cesionarias podrán acordar la repercusión 

del coste de adquisición o fabricación de las aplicaciones cedidas. Estas aplicaciones 

podrán ser declaradas como de fuentes abiertas, cuando de ello se derive una mayor 

transparencia en el funcionamiento de la Administración Pública o se fomente con ello 

la incorporación de los ciudadanos a la Sociedad de la información. 

 

 

 


